Radicación: 660013109002-2019-00095-01

Accionante: Maglys Chiquinquirá Medina Díaz, agente oficiosa de Marlys Yullianne Rodríguez Medina Accionado: Registraduría Nacional del Estado Civil 

Decisión: Confirma 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PERSONALIDAD JURÍDICA / RECONOCIMIENTO DE NACIONALIDAD COLOMBIANA / EXIGENCIA DE LOS REQUISITOS QUE LA LEY SEÑALA PARA EL EFECTO / ES VÁLIDO Y LEGAL HACERLO / POR LO TANTO, ELLO NO CONSTITUYE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES.
… en el caso bajo estudio, la accionante acudió al mecanismo de amparo por considerar que las exigencias de la Registraduría Nacional del Estado Civil son desproporcionadas y carecen de sustento, al exigirle la presentación de dos testigos para proceder con la inscripción extemporánea de su registro civil de nacimiento venezolano en este país, por ser hija de un padre oriundo de Colombia.  

A pesar de lo anterior, para esta Colegiatura las exigencias de la entidad demandada no son desmedidas o arbitrarias, pues es evidente que las mismas no obedecen a su voluntad o capricho, sino que se ajustan a las exigencias de ley para dicho fin; no podemos olvidar que el Decreto 356 de 2017 y la Circular Única de Identificación consagran taxativamente los requisitos que se deben acreditar para la inscripción extemporánea en el registro civil de hijos de colombianos nacidos en Venezuela, de tal manera que las autoridades registrales tienen la obligación de realizar los trámites consagrados en el ordenamiento jurídico para dichos fines. 

Además, es evidente que la Registraduría le explicó a la accionante de manera clara las razones por las cuales es imprescindible la presencia de los testigos, entre otras, porque la partida de nacimiento extranjera presentada por ella no está apostillada, a lo cual se debe aunar que la accionante hasta ahora tampoco ha diligenciado el formato en que declare bajo gravedad de juramento que la menor no ha sido registrada ante otra oficina registral colombiana, y el motivo de la extemporaneidad del registro.
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	Radicación: 
	660013109002-2019-00095-01

	Procedencia: 
	Juzgado 2° Penal del Circuito de Pereira 

	Accionante: 
	Maglys Chiquinquirá Medina Díaz, agente oficiosa de Marlys Yullianne Rodríguez Medina

	Accionado: 
	Registraduría Nacional del Estado Civil 

	Decisión: 
	Confirma  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora MAGLYS CHIQUINQUIRÁ MEDINA DÍAZ, en contra de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual resolvió negar la solicitud de amparo constitucional promovida por la recurrente en contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.   
ANTECEDENTES:
Acudió al mecanismo de amparo tutelar la señora Maglys Chiquinquirá Medina Díaz, agenciando los derechos fundamentales de su hija Marlys Yullianne Rodríguez Medina, de 14 años de edad. 
Contó la actora que con su núcleo familiar, son provenientes de Venezuela, país en el que contrajo matrimonio con un ciudadano Colombiano fruto del cual nació Marlys Yullianne, quien fue registrada en ese entonces en el país vecino. 
Ya residentes en Colombia, hace alrededor de 6 meses, después de 6 años de haber sido abandonadas por el padre de su hija, pidió a la Registraduría en las calendas del 24 de septiembre hogaño el reconocimiento de la nacionalidad colombiana de la menor, por ser hija de un ciudadano colombiano.
La respuesta ofrecida por la Registraduría mediante Oficio # 1010-REP-RC señala que para poder registrar a su hija como nacional colombiana requiere el acta de nacimiento y la declaración de dos personas que hayan presenciado el nacimiento; sin embargo, la actora puso en conocimiento de esa entidad que no cuenta con los declarantes que le exigen dado que ella se vino de Venezuela con sus dos hijas, el resto de su familia está en Venezuela, no conoce el paradero del padre de las niñas, y la familia de este no responde a sus llamados; a pesar de lo ello la demandada no le brindó ninguna solución adicional, con lo que considera vulnerados los derechos fundamentales de su hija.  
PRETENSIONES:

En vista de lo anterior, la accionante solicitó la protección de los derechos fundamentales al reconocimiento de identidad, personalidad jurídica, nacionalidad y demás derechos de los niños, que en su sentir se le están desconociendo a su hija Marlys Yullianne, por ello, su pretensión está dirigida a que se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil que realice las gestiones administrativas necesarias para que a la menor le sea reconocida la nacionalidad colombiana.  
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 17 de octubre de 2019, en el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Registraduría Nacional del Estado Civil para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
En el devenir de la actuación se recibió concepto del Ministerio Público, quien coadyuvó parcialmente la petición de amparo formulada por la accionante, al decir que eventualmente la acción de tutela debería prosperar, no para ordenarle a la Registraduría la inscripción de nacimiento de la menor en el registro civil, sino para que limite sus exigencias para dicho fin a lo consagrado en el Decreto 356 de 2016. 
Aseguró que el registro civil de nacimiento de la menor en Venezuela es un medio probatorio que demuestra fechacientemente que dicho acontecimiento tuvo lugar por fuera del espacio colombiano, pero que su padre es de nacimiento colombiano, lo cual en su sentir debería ser suficiente en su caso; sin embargo, destacó que no tiene claro si el documento presentado por la accionante está apostillado, lo cual constituye un requisito para que un documento proveniente del exterior tenga validez en nuestro ordenamiento jurídico, cosa que constituye una carga de la accionante. 
La Registraduría argumentó en su defensa que es la ley la que define los requisitos que se deben tener en cuenta para poder otorgar la nacionalidad colombiana a un ciudadano, específicamente el Decreto 356 de 2017 y la Circular Única de Identificación 2018, de allí que la Registraduría deba ceñirse a lo allí dispuesto. Enfatizó que esa entidad ha adecuado sus procesos en materia de registro civil de nacimiento para las personas nacidas en la República Bolivariana de Venezuela, cumpliendo con los precedentes constitucionales que con carácter vinculante ha proferido el Órgano de Cierre en esa materia. En esa medida, corresponde a los ciudadanos acogerse a los parámetros del Decreto de marras. Por dichas razones, expuso que no ha quebrantado los derechos fundamentales alegados por el hecho de exigir los requisitos mínimos consagrados en la norma para el reconocimiento de la nacionalidad.  
Una vez analizado el contenido de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 24 de octubre de 2019, negar la protección reclamada, al concluir que a la menor no se le han agraviado sus derechos con la postura asumida por la Registraduría, pues dicha entidad se ha acogido a las exigencias consagradas en la ley para la inscripción extemporánea de su nacimiento. 

IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión del Despacho, la accionante presentó un memorial en el que expresó su discrepancia con el mismo, insistió en que a su hija se le están vulnerando los garantías mínimas por exigirle la presentación de dos testigos para la inscripción de su nacimiento, lo que constituye una barrera para el acceso a sus derechos. Expuso también que le están exigiendo que dichos testigos sean colombianos cuando ella cuenta con uno colombiano y uno venezolano. 

Pidió que se revoque la decisión de primer grado y en su lugar se acceda a sus pretensiones.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si la entidad accionada vulneró los derechos fundamentales de la menor Marlys Yullianne Rodríguez Medina, natural de la República Bolivariana de Venezuela, al no expedir el registro civil colombiano, por ser su progenitor oriundo de este país.   
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Recordemos que en el caso bajo estudio, la accionante acudió al mecanismo de amparo por considerar que las exigencias de la Registraduría Nacional del Estado Civil son desproporcionadas y carecen de sustento, al exigirle la presentación de dos testigos para proceder con la inscripción extemporánea de su registro civil de nacimiento venezolano en este país, por ser hija de un padre oriundo de Colombia.  

A pesar de lo anterior, para esta Colegiatura las exigencias de la entidad demandada no son desmedidas o arbitrarias, pues es evidente que las mismas no obedecen a su voluntad o capricho, sino que se ajustan a las exigencias de ley para dicho fin; no podemos olvidar que el Decreto 356 de 2017 y la Circular Única de Identificación consagran taxativamente los requisitos que se deben acreditar para la inscripción extemporánea en el registro civil de hijos de colombianos nacidos en Venezuela, de tal manera que las autoridades registrales tienen la obligación de realizar los trámites consagrados en el ordenamiento jurídico para dichos fines. 
Además, es evidente que la Registraduría le explicó a la accionante de manera clara las razones por las cuales es imprescindible la presencia de los testigos, entre otras, porque la partida de nacimiento extranjera presentada por ella no está apostillada, a lo cual se debe aunar que la accionante hasta ahora tampoco ha diligenciado el formato en que declare bajo gravedad de juramento que la menor no ha sido registrada ante otra oficina registral colombiana, y el motivo de la extemporaneidad del registro. 
Bajo tales circunstancias, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado la encartada a los derechos fundamentales de la accionante, sino que simplemente se está acogiendo al conducto regular establecido por la ley y la normatividad interna de la entidad para los casos en que se presentan peticiones incompletas. En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que busca la accionante es saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, y pretender que en el expedito escenario de la acción de tutela se pasen por alto los requisitos consagrados por la ley para acceder a lo pedido.

Acorde con lo dicho hasta ahora, la decisión de primer nivel se habrá de confirmar. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora MAGLYS CHIQUINQUIRÁ MEDINA DÍAZ, agente oficiosa de MARLYS YULLIANNE RODRÍGUEZ MEDINA, en contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.
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